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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, diciembre tres de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00126-00
Acta Nro. 637 de diciembre 3 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Nelvy Bermeo Antury contra el Ministerio de Transporte.
ANTECEDENTES
   



Actuando en su propio nombre, Nelvy Bermeo Antury promovió esta acción de tutela contra el Ministerio de Transporte con el fin de que se le protejan sus derechos a la igualdad, al debido proceso y al trabajo y, en consecuencia, se suspenda el RUNT para evitar la coexistencia de dos sistemas de registro, que se vuelva a reconocer el sistema FTP como único canal de comunicación para registrar información en la base de datos del Estado por el término mínimo de seis meses, como fue prometido por el Ministerio en los canales de comunicación, hasta tanto se demuestre la viabilidad del RUNT; que se realicen los ajustes necesarios para su efectividad; que se revoque la resolución No. 05617 de 2009 que establece un tratamiento diferente para los centros de enseñanza automotriz. 
  



Señaló como hechos que el Ministerio de Transporte puso a funcionar el sistema RUNT contemplado en la Ley 769 de 2002 de manera extemporánea y ejerciendo su facultad de delegación mediante un contrato de concesión; que sin que se verificara la operatividad de la nueva plataforma fueron desconectados los centros de enseñanza automovilística del sistema FTP y se les obligó a dirigir la información de los alumnos al RUNT que como se ha demostrado no está preparado técnicamente y ha generado la paralización del país en materia de tránsito; que ante tan descomunal hecho se le han generado pérdidas millonarias al sector y en especial a su empresa; que el Ministerio desconoció las propuestas planteadas por el gremio y en cambio sí los amenazó con la imposición de sanciones; que con la Resolución 05617 de 2009, contrariando la Constitución y la ley, se autorizó la expedición en papel bond de licencias provisionales pero obligó a seguir reportando la información al RUNT y cancelar las correspondientes tarifas de concesión. 

  



Agregó que el Ministerio ha ordenado que para algunos sectores se vuelva al sistema FTP que venía funcionando sin problemas, mientras que a otros, como a los centros de enseñanza se les ordenó reportar a ambos sistemas, sin ninguna argumentación jurídica, lo que pone en evidencia la violación del debido proceso y del derecho a la igualdad; que su empresa ha cumplido todos los requisitos legales y es generadora de 10 empleos directos y más de 35 indirectos; que la situación en esta época es crítica para ellos.

   



El 19 de noviembre pasado se ordenó darle trámite a la acción y que se le comunicara al Ministerio para que en el término de dos días se pronunciara.  Lo hizo tardíamente, pero esgrimió en su defensa, después de pasar por la normatividad que rige la materia, que la acción de tutela no es procedente cuando existen mecanismos de defensa judicial diferentes para la protección del derecho y en este caso lo que se pretende es que haya un control de legalidad sobre las decisiones administrativas adoptadas.

Para resolver, se tendrán en cuenta estas:
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

Pero también desde los albores de su vigencia y reglamentación, se discernió sobre las causales de improcedibilidad de ese mecanismo, Ciertamente, el Decreto 2591 de 1991, expedido al amparo de aquella norma superior, dijo con precisión en su artículo 6° que la acción de tutela no procederá, entre otras causas, “Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. 

Si ello es así, es claro que las normas que reglamentan el Registro Único Nacional de Tránsito (sea la Ley 769 de 2002, o los decretos y resoluciones expedidas para su puesta en funcionamiento) revisten aquella característica y entre ellas, por supuesto, se incluye la Resolución 005617 del 13 de noviembre de 2009, que no genera una situación particular para el accionante, sino para todos los usuarios del servicio a nivel nacional. 

Adicionalmente, el numeral 1° de ese artículo 6° previó que tampoco se puede accionar por esta expedita vía cuando el afectado cuente con otros mecanismos de defensa judicial, y en este caso el demandante sabe que cuenta con ellos, como lo señaló en el acápite que denominó “procedencia de la acción de tutela”. Así es, porque si lo que pretende es discutir la constitucionalidad de la Ley que creó el RUNT, tiene a su alcance la acción de esa estirpe ante la Corte del ramo; y si lo que ataca es la legalidad de la resolución última citada, bien puede acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho si, como sostiene, pero no ha probado, se le han causado perjuicios. 

Ahora bien, como afirmó en ese mismo aparte de su demanda que la acción se promueve como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, basta decir que este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional 
, condiciones todas que el actor debe probar.  Mas, en este caso, ninguna de tales circunstancias está acreditada.  
Quiere decir lo anterior que las causales mencionadas se erigen como obstáculo para la prosperidad de la acción propuesta en esta oportunidad por Nelvy Bermeo Antury y, por tanto, el amparo será negado. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA la protección invocada por el señor Nelvy Bermeo Antury contra el Ministerio de Transporte. 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

En caso de que no sea impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Tómese como ejemplo la sentencia T-287/08
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